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I

La obra que recensionamos se inicia con
un análisis histórico de los orígenes y evo-
lución de la televisión en Alemania. En él
se señala que las primeras emisiones radio-
televisivas alemanas tuvieron lugar en el
período del Tercer Reich, concretamente en
1935. En ese momento la televisión se or-
ganiza y utiliza como un mero instrumento
propagandista del gobierno nacionalsocia-
lista. Tras la derrota militar de Alemania en
la Segunda Guerra Mundial, la organiza-
ción de la televisión en la zona ocupada por
los Aliados tomará como modelo la idea del
public service propia de la BBC británica.
Inicialmente se establecerá un sistema de
monopolio público justificado por la esca-
sez de frecuencias y por los importantes
condicionamientos económicos y técnicos
que impedían la posibilidad de emitir a to-
dos aquellos ciudadanos que lo desearan.
No es hasta principios de los años ochenta
cuando se rompe el monopolio público y se
da paso a un sistema dual de televisión pú-
blica y privada.

II

Tras este incurso en la evolución históri-
ca de la televisión alemana, la autora se
centra en su régimen jurídico y destaca
cómo éste se determina, en mayor medida

que en otros países, por los llamados «dere-
chos de la comunicación» reconocidos en
el art. 5 de la Ley Fundamental de Bonn, así
como por la interpretación que de ellos ha
realizado el Tribunal Constitucional ale-
mán. El citado art. 5.1 garantiza «la libertad
de prensa y la libertad de información por
radio, televisión y cinematografía». El Tri-
bunal Constitucional alemán, a su vez, ha
considerado que dicho precepto no sólo
protege la libertad individual de expresión,
sino, también, una «libertad de televisión»
—Rundfunkfreiheit— como derecho autó-
nomo que garantiza la libertad del ente tele-
visivo tanto frente a los poderes públicos
—entre ellos el Legislador— como frente a
los particulares. Estamos ante un derecho
fundamental que se justifica, pues, por la
necesidad de garantizar el proceso de libre
formación de la opinión pública, dada, pre-
cisamente, la extraordinaria influencia que
la televisión tiene sobre ese proceso.

El Tribunal Constitucional alemán ha
distinguido entre un contenido subjetivo y
un contenido objetivo dentro de la libertad
de televisión. El contenido subjetivo, cuyos
titulares son las instituciones de derecho
público que emiten televisión, integra todas
las actividades necesarias para garantizar la
libre formación de la opinión pública como
fin último del derecho. El contenido objeti-
vo de la libertad de televisión, por su parte,
contiene un principio objetivo y una garan-
tía institucional. Como principio objetivo
—de aplicación en todos los ámbitos del
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derecho— la libertad de televisión vincula
especialmente al Legislador que debe pro-
teger, promover y garantizar dicho princi-
pio frente a cualquier tipo de agresión anti-
jurídica. La garantía institucional, por su
parte, pretende asegurar una determinada
institución frente a la actividad del Legisla-
dor; si bien, en el caso de la libertad de tele-
visión no se protege tanto una institución en
sentido estricto, como la función que dicha
institución debe desarrollar.

III

Delimitados los dos contenidos de la li-
bertad de televisión, la Profesora Salvador
explica cómo el desarrollo efectivo de esta
libertad requiere tanto de normas materia-
les como de normas de organización que
hagan posible que la televisión cumpla su
función. En ese desarrollo normativo el Le-
gislador posee un cierto margen de discre-
cionalidad que, no obstante, debe respetar
el carácter de servicio esencial —Grund-
versorgung— que tiene la televisión de
acuerdo con el Tribunal Constitucional.
Esa consideración de servicio esencial obli-
ga a prestar una actividad caracterizada por
tres elementos: a) obligación de llegar ato-
dos los ciudadanos, es decir, servicio uni-
versal; b) obligación de informar, formar y
entretener; c) obligación de organizar la te-
levisión de modo que se garantice el plura-
lismo y el equilibrio en la programación.

Pero las obligaciones derivadas del ser-
vicio esencial de televisión no son iguales
según hablemos de canales públicos o pri-
vados. Para el Tribunal Constitucional la
televisión pública debe constituirse como
una institución independiente frente al
Estado en la que debe reflejarse el pluralis-
mo social tanto desde el punto de vista or-
ganizativo como de programación. La tele-
visión privada, dado que su supervivencia
depende de las cuotas de audiencia y los co-
rrelativos ingresos publicitarios, tiene una
función complementaria de la televisión

pública en el cumplimiento del servicio
esencial. El Legislador sólo ha de regular el
mercado en lo estrictamente necesario para
garantizar que la programación de las tele-
visiones privadas es, en la mayor medida
posible, plural y objetiva.

IV

Sobre la base de esta distinta concepción
publica-privada de la televisión se analizan
los distintos sistemas de organización y fi-
nanciación de ambos modelos de televi-
sión:

a) Televisión pública.—Se organiza a
través de las «Instituciones de Televisión»
—Rundfunkanstalten— configuradas como
entes de Derecho Público independientes
del Estado y con capacidad jurídica plena.
Estas Instituciones cumplen una función
pública y no estatal, y su grado de indepen-
dencia impide que el Estado pueda gestio-
narlas directamente o que pueda influir de
modo decisivo en la prestación de la activi-
dad. Los órganos básicos de las Institucio-
nes de Televisión son: a) el Consejo de Ra-
diotelevisión, representado por los partidos
políticos y los grupos sociales más signifi-
cativos, ejerce las competencias más im-
portantes en materia de programación,
elección del resto de órganos y financia-
ción; b) el Consejo de Administración, con-
figurado como órgano de apoyo del Conse-
jo de Radiotelevisión, y con importantes
competencias en materia económica y fi-
nanciera; c) el Intendente, nombrado por el
Consejo de Radiotelevisión y sujeto a las
instrucciones de éste, se constituye en el ór-
gano ejecutivo de la Institución.

La financiación de la televisión pública
que emite para todo el territorio de la Fede-
ración se articula sobre un sistema mixto ba-
sado en el pago de una tasa de televisión y
en la obtención de ingresos provenientes de
la publicidad. El importe de la tasa es fijado
por el Legislador atendiendo a la propuesta
presentada por una Comisión Independiente,
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mientras que su recaudación y distribución
corresponde a las propias Instituciones de
Televisión. Los ingresos por publicidad han
sido justificados por el Tribunal Constitu-
cional como una forma de reforzar la inde-
pendencia económica de la televisión públi-
ca frente al Estado. No obstante, dichos in-
gresos son, cuantitativamente hablando,
muy inferiores a los ingresos provenientes
de la tasa de radiotelevisión. Ello es debido,
fundamentalmente, a los importantes límites
que se imponen a la televisión pública de
ámbito estatal a la hora de emitir publicidad.
Además, la televisión pública que emite en
el ámbito territorial de los Lander tiene
prohibida la emisión de publicidad, por lo
que la práctica totalidad de los ingresos eco-
nómicos de esta televisión provienen del
pago de una tasa por lo poseedores de un
aparato receptor.

En la actualidad se han constituido trece
Instituciones de Televisión en Alemania:
doce creadas por los Lander mediante ley
de sus Parlamentos o mediante Acuerdos
Estatales, y una creada por ley del Parla-
mento Federal. Las televisiones constitui-
das por los Lander emiten por ondas terres-
tres para el territorio de cada Land, o para
los territorios de aquellos Lander firmantes
de un Acuerdo Estatal. La televisión consti-
tuida por el Parlamento Federal emite vía
satélite y su emisión es internacional. Junto
a estas trece televisiones mencionadas,
existen otras tres más que emiten vía satéli-
te y que son producto de la colaboración de
distintas televisiones públicas alemanas y
extranjeras.

b) Televisión privada.—Esta televisión,
cuya financiación proviene básicamente de
la emisión de publicidad, se organiza a tra-
vés de las «Instituciones de los Medios de
comunicación» —Landesmedienanstal-
ten—, configuradas como entes de Derecho
Público independientes del Estado. Los ór-
ganos colegiados de estas Instituciones
—Asamblea y Consejo de Administra-
ción— están formados por miembros elegi-
dos por los grupos sociales más representati-

vos. Los órganos ejecutivos —unipersonales
en todos los casos: director, presidente, ge-
rente, etc.— están nombrados por la Asam-
blea en unos casos, o por los Parlamentos de
los Lander, mediante mayoría de dos ter-
cios, en otros. Entre las competencias que
ejercen estas Instituciones deben mencio-
narse, como más importantes, las que si-
guen: otorgamiento y revocación de las pre-
ceptivas concesiones para que un canal pue-
da emitir, control de carácter jurídico sobre
la programación, control de las concentra-
ciones empresariales, y control de las infrac-
ciones administrativas que puedan cometer
las televisiones privadas.

En la actualidad existen quince Landes-
medienanstalten que han otorgado diez con-
cesiones para crear canales privados con
emisión en todo el territorio de la Federa-
ción, y más de cuarenta concesiones a cana-
les privados que emiten exclusivamente en
el ámbito de un Land o en ámbitos locales.

A modo de conclusión nos quedamos
con la valoración que la Profesora Salvador
realiza de los resultados a los que le ha con-
ducido su análisis. También en este punto
se distingue entre televisión pública y pri-
vada. En cuanto a la segunda se señala que
la normativa vigente ha conseguido, en
buena medida, aliviar los efectos negativos
del mercado sobre la programación, aunque
en términos generales se reconoce el carác-
ter eminentemente comercial de dicha pro-
gramación. De la televisión pública se con-
cluye que su actual régimen jurídico ha po-
sibilitado una mayor independencia y, por
tanto, unas mayores cotas de pluralismo y
objetividad en la información, así como una
programación de mayor calidad que acerca
la televisión pública alemana, como pocas
en Europa, a la idea de «servicio público de
televisión».

Juan Manuel Herreros López
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JOSEP INGO VON MÜNCH, FERRER I RIBA y PABLO SALVADOR CODERCH: Asociaciones, dere-
chos fundamentales y autonomía privada (coord. Pablo Salvador Coderch), Civitas, Ma-
drid, 1997, 166 págs.

Tratar la eficacia de los derechos funda-
mentales entre particulares es, ni más ni me-
nos, afrontar la efectiva vigencia de los dere-
chos y libertades en la sociedad en sí. Cuan-
to menos, para todos aquellos convencidos
de su bondad, más allá de su consideración
jurídica, los derechos y libertades resultan
un adecuado referente para conformar las
normas de conducta de la sociedad, así como
una nueva cultura. Sin embargo, no debe ol-
vidarse lo que esta pretensión supone.

Postular tal alcance de los derechos fun-
damentales implica actuar en aquella esfera
en la que el propio Estado social y demo-
crático de Derecho, por su propia esencia,
prácticamente no puede intervenir. Preten-
der la total efectividad horizontal de los de-
rechos y libertades supone afectar la propia
médula de la sociedad y la propia concien-
cia de los individuos. Y para ello, el Estado
constitucional no debe contar más que con
sus armas más sutiles: la fuerza de la razón
y el convencimiento en la bondad que en-
cierran los derechos fundamentales.

Sólo así podrá alcanzarse una situación
en la que los derechos del hombre formen
parte de la vida cotidiana de todos sin ex-
cepción, que sean «como el aire que esta-
mos habituados a respirar», sin darnos
cuenta de su presencia hasta que nos fal-
te(l) .

En esta órbita de la cuestión de la eficacia
de los derechos entre particulares se desarro-
lla el libro objeto del presente comentario:
Asociaciones, derechos fundamentales y au-
tonomía privada. Este libro ha sido coordi-
nado por Pablo Salvador Coderch quien, a la
vez, realiza la introducción del mismo y par-
ticipa, en coautoría con Josep Ferrer i Riba,
en su segunda y más extensa parte. De la pri-

mera es autor el alemán Ingo von Münch; la
misma hace referencia genérica a la cuestión
de la Drittwirkung (eficacia de los derechos
entre particulares). La segunda parte —y la
introducción— vierten la atención sobre de
la eficacia de los derechos en el más reduci-
do ámbito de las asociaciones.

No cabe duda que este objeto de estudio
y reflexión elegido resulta idóneo. Ello es
así no sólo por la centralidad que el fenó-
meno asociativo juega en el sistema eco-
nómico y, en particular, en el sistema de-
mocrático; el gran interés de la materia
tampoco reside únicamente en que las aso-
ciaciones constituidas al amparo del artícu-
lo 22 CE supongan una importante plata-
forma de despegue para la virtual implanta-
ción de los derechos y libertades en la
sociedad. La atención a la relación dere-
chos fundamentales asociaciones, más allá
de su interés social, político o económico,
resulta, en nuestro ámbito, de incuestiona-
ble interés jurídico. No en vano, este objeto
de análisis se manifiesta como un apasio-
nante laboratorio donde estudiar la eficacia
de los derechos y libertades en las relacio-
nes privadas, al igual que sucede, también,
con el marco de las relaciones laborales.

Como se ha señalado, la introducción de
la obra corre a cargo del catedrático de De-
recho civil de Barcelona. En la misma se in-
cluyen afirmaciones y reflexiones de tal ca-
lado como las que siguen: «Es bien sabido
que la democracia y sus reglas no siempre
coinciden con la libertad y las suyas», «el
ámbito de lo público se rige por la demo-
cracia y el de lo privado, por la libertad...
principios sólo parecidos, no siempre han
de coincidir» pues «en un país libre, la de-
mocracia no tiene por qué llegar a todas

(1) Así, SÁNCHEZ FERRIZ, Remedio y JIMENA QUESADA, Luis, en La enseñanza de los derechos hu-
manos, Ariel, Barcelona, 1995, pág. 45, con cita de MARIE, Jean B., Les droits de l'home ou «les choses
de la vie» démocratique, Strasbourg, Direction des Droits de l'Homme, 1985, pág. 12.
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partes». A ello se añade que «las pretensio-
nes de totalidad, de imposición de un mo-
delo único de organización comunitaria a
los hombres y mujeres de este mundo son
un insulto a las potencialidades del cerebro
humano y resultan ruinosas para las hacien-
das pública y privada; hay, a la vez, injuria
y daño».

El planteamiento de la cuestión se deja
asentado desde un inicio: la eficacia de las
normas sobre derechos fundamentales en
las relaciones jurídicas privadas es tan in-
negable como matizada por el respeto al
principio de autonomía privada. Y es que el
principio de autonomía privada es condi-
ción necesaria del Estado social y democrá-
tico de derecho por más que no sea, ade-
más, su condición suficiente.

Por lo que toca al derecho de asociación,
y en relación con lo anterior, se asienta lo
que constituye objeto de reflexión y análi-
sis en la segunda parte del libro. Salvador
Coderch afirma que este derecho incluye la
libertad de quienes deciden asociarse para
organizar el funcionamiento de la entidad
creada de muchos modos distintos, inclu-
yendo algunos que no son necesariamente
democráticos. Ahora bien, dentro del mar-
co asociativo, recuerda que en todo caso
debe respetarse el derecho a entrar o no en
la asociación y el de permanecer siguiendo
las reglas o el de salir si quieren. En esta lí-
nea de pensamiento, el Profesor de Barce-
lona señala tres abusos obvios que se dan
respecto del derecho de asociación. El pri-
mero, el incumplimiento de los estatutos
asociativos. El segundo, la existencia de
monopolios asociativos, que supone en sí
una merma del ejercicio de la libertad aso-
ciativa. Por último, señala como tercer abu-
so la infracción de los derechos fundamen-
tales y, en particular, del derecho a la igual-
dad, sin perjuicio de todas las cautelas en
virtud de la Drittwirkung, antes menciona-
das.

Tras la interesante introducción, bajo el
título «La Drittwirkung de Derechos funda-
mentales en Alemania» el profesor alemán

Ingo von Münch nos ofrece durante algo
más de veinticinco páginas una completa
visión descriptiva, y en su medida valorati-
va, de la cuestión de la eficacia de los dere-
chos fundamentales en las relaciones parti-
culares en Alemania.

Su rigor le conduce a llevar a cabo una
acertada delimitación de la materia objeto
de su estudio. Así, Münch ofrece pronta-
mente una definición de la Drittwirkung:
«la vigencia de derechos fundamentales en-
tre ciudadanos en el tráfico jurídico priva-
do». Matiza, de un lado, que se incluye a las
personas jurídicas de Derecho privado, en
la medida que éstas, como tales, puedan ser
titulares de derechos fundamentales. De
otro lado, recuerda que se trata del tráfico
jurídico privado y no del más genérico De-
recho privado. Por ello, queda fuera de la
Drittwirkung la denominada «Fiskalgel-
tung de los derechos fundamentales», esto
es, las relaciones jurídicas del Estado y sus
entidades cuando obran conforme Derecho
privado. Este tipo de relaciones merecen, a
su juicio, un tratamiento distinto.

Matizando la nomenclatura, señala
Münch que en España se alude con acierto
a la «vigencia horizontal» de derechos fun-
damentales o, en el marco angosajón, se
hace referencia a la «horizontal applica-
tion». Ello se explica porque no se trata de
una relación vertical, de la clásica subordi-
nación del ciudadano al Estado, idea que
proviene de tiempos predemocráticos. Se
descarta, por contra, el acierto de la termi-
nología, también anglosajona, de la «priva-
tización de los derechos fundamentales»,
(privatization).

Más allá de aquellas precisiones, el autor
elabora un breve, si bien completo recorri-
do histórico de la idea de la Drittwirkung.
No duda en afirmar que esta noción real-
mente reciente —nacida en el meridiano de
la presente centuria— «se trata de uno de
los descubrimientos jurídicos más intere-
santes de los tiempos modernos» (pág. 29).

Münch explica con facilidad su proximi-
dad histórica: para la eficacia de los dere-
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chos en el ámbito privado se precisa el re-
conocimiento previo de los mismos y su
virtualidad en la esfera pública. Estas con-
diciones no se dieron, obvio es decirlo, has-
ta después del periodo nazi. A la vez, el ori-
gen germano de esta idea viene motivado, a
su juicio, tanto por el elevado carácter cien-
tífico del Derecho constitucional en aquel
país, cuanto por la reacción doctrinal a fa-
vor de los derechos tras su brutal limitación
en aquellas tristes fechas para la humani-
dad.

En el iter que se realiza por la evolución
jurisprudencial en Alemania, se recuerda
cómo surge la doctrina en los tribunales la-
borales. Recuerda el autor cómo en la
famosa sentencia de 5 de mayo de 1957 se
estableció, ni más ni menos, una argumen-
tación basada en la unmittelbare Drittwir-
kung (eficacia directa), por la cual se pro-
clamaba que algunos derechos eran reglas
de ordenación de la vida social. Igualmen-
te, señala cómo se ha recurrido a la alega-
ción entre terceros de la dignidad humana,
el libre desarrollo de la personalidad, la li-
bertad religiosa y de conciencia, la protec-
ción del matrimonio y la familia, secreto de
las comunicaciones, o la libertad de prensa.
Al margen del Derecho laboral, observa
también la aplicación de la Drittwirkung en
Derecho de familia y de sucesiones así
como en materia de responsabilidad civil.
A su juicio, no se ha dudado en recurrir a la
«artillería pesada» de los derechos funda-
mentales, mediante, incluso, un «uso infla-
cionista» de los mismos (pág. 33).

Particular atención se presta a un hito ju-
risprudencial: el Caso Lüth. Mediante esta
resolución del TCF se creó la más modera-
da teoría de la eficacia indirecta de los dere-
chos fundamentales —la denominada mit-
telbare Drittwirkung—. Como es sabido, el
Alto Tribunal acudió a la eficacia de los de-
rechos fundamentales entre particulares a
través de la dimensión objetiva —no la ne-
gativa o sujetiva— de los derechos y liber-
tades. Los derechos, como decisión jurídi-
co-constitucional fundamental, debían regir

en todos los ámbitos del Derecho, emitien-
do «impulsos» al legislador, administración
y jurisprudencia» y, por ende, en el Dere-
cho civil.

Esta versión moderada de la Drittwir-
kung se ha seguido por la jurisprudencia la-
boral y la mayoría de la doctrina; afirma el
autor que constituye, hoy día, «derecho vi-
gente». En consecuencia los derechos fun-
damentales irradian al Derecho privado,
especialmente a través de puntos de pene-
tración como las cláusulas generales.

Tras este acertado relato de la historia re-
ciente de la eficacia horizontal de los dere-
chos y libertades, se establece una intere-
sante reflexión y concreción dogmática al
respecto de la Drittwirkung y los llamados
«deberes de protección» (que obligan a una
intervención estatal frente a vulneraciones
de los derechos por Estados extranjeros o,
más bien, por particulares). A este respecto,
afirma Münch que «sigue sin estar clara» la
percepción del «deber de protección» y su
relación —y/o confusión— con la Drittwir-
kung. Así, centra la atención en una deci-
sión del TCF de 1990 (sentencia del comi-
sionista), la cual hace pensar que la Dritt-
wirkung quedaba sustituida por el «deber
de protección». A pesar de ello, considera
que son nociones diferenciables dogmáti-
camente: entre agresor y agredido no tiene
por qué haber en absoluto relaciones jurídi-
co-privadas.

A mi juicio, tales reflexiones resultan
particularmente interesantes si se aprecia la
construcción jurídica de la eficacia hori-
zontal por parte de nuestro Tribunal Consti-
tucional. El mismo no ha dudado en acudir
a este «deber de protección» dimanante de
la vertiente objetivo-positiva de los dere-
chos fundamentales (cfr. al respecto el inte-
resante auto 382/1996, de 18 de diciembre).

En las últimas páginas de su trabajo, el
lector recuerda las reflexiones que el cate-
drático de Barcelona incluyese, con genera-
lidad, en su introducción. Münch advierte
los grandes peligros que puede suponer la
Drittwirkung. Considera que tanto con la
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llamada «directa», e incluso con la «indi-
recta» se pone en peligro a la autonomía
privada, sino, también, al Derecho privado
en general, que sufriría una «inundación»,
una «colonización» por el Derecho consti-
tucional. Pero aún es más —como señala
mediante palabras de Hesse—, la eficacia
horizontal amenaza a la propia Constitu-
ción al someterla a una sobrecarga; pues su
naturaleza normativa no está preparada
para extraer de la misma detallados crite-
rios de valoración de todas y cada una de
las cuestiones. Finalmente, como último
peligro, señala también que el Tribunal
Constitucional podría quedar seriamente
tentado de ocuparse de todo tipo de causa
ordinaria. Esta reflexión no parece del todo
ajena a la realidad de nuestro máximo intér-
prete.

Tras estas interesantes consideraciones,
el ilustre profesor señala cuál debe ser, a su
juicio, el encauzamiento jurídico de la
cuestión. Se afirma que, en general, los de-
rechos fundamentales y/o la autonomía pri-
vada de unos y otros sujetos particulares
colisionan, y tal conflicto debe resolverse
por los «criterios asentados».

A mi juicio, permítame el lector, este
planteamiento no deja de suscitar algunas
dudas. Tal apreciación de la eficacia hori-
zontal supone encauzar la eficacia de los
derechos entre particulares como alcance
del contenido subjetivo —no sólo el objeti-
vo— de los derechos y libertades en este
ámbito. Por lo que toca a los derechos fun-
damentales en juego, la «colisión» a la que
se alude no puede ser otra que la que se da
entre contenidos protegidos constitucional-
mente del derecho subjetivo; no se trata de
una colisión entre principios informadores,
o de los efectos irradiantes del sistema de
derechos en el Derecho privado (dimensión
objetiva).

Asimismo, los criterios a los que hace re-
ferencia como «asentados» no pueden ser
otros que los seguidos también en nuestro
país para resolver un conflicto de la natura-
leza descrita. Tales criterios asentados vie-

nen referidos de un lado, a la dimensión
subjetiva de los derechos, y, en segundo lu-
gar, son relativos a los límites a los dere-
chos establecidos por los poderes públicos.

Así pues, el encauzamiento de la materia
por el profesor alemán es bien diferente de
lo que podría esperarse de un ámbito hasta
ahora canalizado técnicamente a través de
la dimensión objetiva de los derechos y
que, por definición, versa sobre las relacio-
nes entre sujetos privados. El tratamiento
que parece postularse conduciría, por nece-
sidad, a la eficacia directa que se predica de
los derechos y libertades cuando se hallan
inmersos en la relación los sujetos públicos.

Ahora bien, sin perjuicio de las dudas
que se plantean por lo anterior, no puede
menos que valorarse de forma muy positiva
el trabajo del profesor Münch, que constitu-
ye la primera parte del libro aquí comenta-
do.

La segunda parte de esta obra (págs.
55-166), la más extensa, muestra ya directa
atención al ámbito de las asociaciones. En
primer lugar se efectúa un particular análi-
sis de tres relevantes sentencias del Tribu-
nal Constitucional español sobre la materia.
Más tarde, se aprecia, de nuevo la doctrina
general de la Drittwirkung en Alemania, y
su recepción en nuestro país. Finalmente,
se advierte el alcance de esta doctrina en el
ámbito de las asociaciones privadas.

La primera de las resoluciones atendidas
es la sentencia 218/1988, de 22 de noviem-
bre. En la misma se enjuiciaba la expulsión
de un socio por lastimar el buen nombre de
la asociación, expulsión a la que se suma-
ron dos más. En primera instancia se obligó
a la readmisión de aquéllos. En razón de
ello, en su formulación del recurso de am-
paro, la asociación consideró que se vulne-
raba el artículo 22 CE. Ello dio una oportu-
nidad al Tribunal Constitucional de realizar
sus primeras aproximaciones sobre el dere-
cho a la autoorganización de las asociacio-
nes y su trascendencia en materia de expul-
sión de socios.
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Como señalan los autores, el criterio re-
levante que introdujo esta resolución fue
que la actuación judicial incluye la compro-
bación de si existió «una base razonable
para que los órganos de las asociaciones to-
masen la correspondiente decisión». Por
contra, se excluyó de la actividad judicial
revisora el juicio de valor que la asociación
hiciese de tal base razonable.

La segunda resolución a la que se dedica
particular atención es la sentencia 96/1994,
de 21 de marzo, relativa a la expulsión de
un socio de una sociedad cooperativa de vi-
viendas por ataques a la integridad moral de
la junta directiva de ésta. Como consecuen-
cia de tal expulsión hubo una privación de
derechos económicos. La justicia ordinaria
declaró nulos los acuerdos de expulsión,
por lo que la cooperativa buscó amparo
ante el Alto Tribunal, que fue denegado por
éste. Recordó el Tribunal que no se trataba
de una simple asociación de derecho priva-
do, y subrayó la relevancia de la aportación
económica por parte de los socios al capital
social. Estos elementos conducían a que la
justicia entrara en el pleno conocimiento de
los acuerdos de expulsión. Tal resolución
merece interesantes reflexiones, en su caso
críticas, por parte de los autores del estudio.

Finalmente, se atiende a la sentencia
56/1995, de 6 de marzo, también relativa a
los límites constitucionales de la autoorga-
nización asociativa, en esta ocasión, de los
partidos políticos. La expulsión de diversos
miembros del PNV en 1986 no obtuvo el
amparo del Tribunal Constitucional. Apre-
cian Ferrer Riva y Salvador Coderch que la
sentencia sería irreprochable si se hubiera
limitado a dejar claro que no es razonable
involucrar a los jueces en las disensiones
internas de los partidos políticos. En este
sentido, el Tribunal acudió al criterio del
mero examen de la existencia de base razo-
nable, excluyendo toda valoración de la
medida asociativa. Afirman los autores que
la sentencia «deja una cierta sensación de
carpetazo legal» a un conflicto que, mucho
antes, el tiempo se había encargado de re-

solver. Sí que resulta significativo que el
Tribunal recondujese la «democraticidad
interna» exigida por el artículo 6 CE al con-
tenido del artículo 22 CE. No obstante, el
contenido de esta exigencia lo dejó a ex-
pensas de la realidad histórica, y por ende, a
su —vacío— reconocimiento legal.

Tras el análisis y valoración de estas tres
sentencias, apreciando la importación de la
doctrina alemana de la Drittwirkung, esti-
man oportuno los autores recordar tal no-
ción desde la perspectiva alemana y espa-
ñola. En consecuencia, en las páginas 89 a
100 se reiteran referencias y afirmaciones
ya contenidas en la primera parte del libro.
No obstante, se completan y profundizan
ideas y se establecen algunas reflexiones
del todo interesantes.

En este sentido, los autores se centran en
el «debate sobre la legitimación de los dis-
tintos poderes del Estado para definir el
grado de eficacia social de los derechos
fundamentales» (pág. 98). Reparan en que,
a la hora de determinar la eficacia ínter pri-
vatos de los derechos y libertades, no queda
claro qué decisiones debe tomar el Poder
legislativo y cuáles el propio Tribunal
Constitucional. Ferrer Riva y Salvador Co-
derch se postulan en favor de que sea el le-
gislativo, en tanto que goza de legitimidad
directa, quien señale cuándo la autonomía
debe quedar sujeta a restricciones derivadas
de la protección de los derechos constitu-
cionales. Y es que, no dudan en aseverar
que «(l)a tesis de la eficacia directa margi-
naba al legislador, degradaba el principio
de autonomía privada y disolvía la certeza
de la letra impresa de la ley en una nebulosa
de valores con el consiguiente sacrificio de
la seguridad jurídica, hasta consagrar una
especie de totalitarismo de los valores
constitucionales a los que debían someterse
los particulares en todas sus decisiones pri-
vadas jurídicamente relevantes» (págs.
95-96). «El conocimiento de la historia
[afirman] es el mejor remedio para la enfer-
medad infantil del totalitarismo de los valo-
res» (pág. 98).
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En consecuencia, concluyen, al juez le
queda la interpretación de la ley, por lo que
puede plantear la cuestión de inconstitucio-
nalidad. Pero no le corresponde la aplica-
ción directa de las normas constitucionales
sobre derechos fundamentales en las rela-
ciones privadas: la propia organización de-
mocrática del Estado y la división de pode-
res le obligan a respetar la ley en su juris-
prudencia.

Advierten, por último, que tratándose de
relaciones entre particulares, el Tribunal
Constitucional deberá limitarse a corregir
el criterio establecido por la jurisprudencia
ordinaria sólo si ignora el mínimo de pro-
tección que aseguran los derechos funda-
mentales.

Los autores subrayan, también, la nece-
saria heterogeneidad que se da en materia
de Drittwirkung. Así, afirman que «lo úni-
co en lo que parece coincidirse es que una
eficacia horizontal de los derechos funda-
mentales plena y homogénea sería incom-
patible con todo sistema de derecho priva-
do» (pág. 98). Recuerdan entonces que la
eficacia de los derechos fundamentales es
distinta según las relaciones privadas sobre
la que aquéllos se proyectan. De ahí se en-
tiende que califiquen a esta eficacia de «es-
casa» respecto del derecho a contraer ma-
trimonio, «mínima» también en el ejercicio
de la libertad de testar, «no muy importan-
te» en la venta de coche usado, pero sí
«bastante relevante «en redacción y gestión
de contratos de distribución de coches, «no-
table» en derecho del consumo y «crucial»
en derecho laboral. Asimismo, también en
relación con la heterogenidad de la materia,
se señala que hay acuerdo en que la eficacia
de que se trata debe ser distinta según la
«verticalidad» u «horizontalidad» de la re-
lación jurídica entre las partes, es decir, se-
gún sea la posición de poder que las partes
de la relación ocupen en la sociedad.

Ferrer Riva y Salvador Coderch conclu-
yen esta interesante fase del estudio afir-
mando que «para la constelación de casos
hay una esencial cuestión de límites que

cada cual trata de configurar según su pro-
pia concepción sobre la organización de la
sociedad» por lo cual, «la pregunta sobre la
Drittwirkung no tiene todavía respuestas
seguras» (Hesse) y, añaden, «(t)al vez no
puede llegar a tenerlas» (pág. 100).

Tras esta visión general de la eficacia ho-
rizontal, retornan los autores al ámbito aso-
ciativo. Sientan con claridad las bases de la
materia recordando que en los conflictos
usuales el individuo alega el derecho a inte-
grarse y participar, a la vez que los órganos
sociales le oponen el derecho del grupo a
decidir su organización y funcionamiento.
Una y otras facultades integran el conteni-
do del propio derecho de asociación; a todo
ello se añade la posible afección del resto
de los derechos fundamentales en el marco
más general de su eficacia horizontal.

Con acierto, deciden atender separada-
mente dos cuestiones relativas a la autono-
mía social: su alcance respecto de la admi-
sión de socios y, de otro lado, en el ejerci-
cio de su poder sancionador. Respecto de la
admisión de socios, se recuerda la doctrina
alemana por la cual existe derecho al ingre-
so si lo dispone la ley o, en su caso, si se tra-
ta de una asociación en posición monopo-
lística. Ahora bien, en este último caso, la
cuestión, aprecian, no ha estado exenta de
complejos matices sujetos a la diversa va-
loración de la nutrida jurisprudencia ale-
mana.

En la última fase de estudio se dedica
una amplia atención a la autonomía social
en materia de poder sancionador (págs.
110-165).

Señalan los autores que en Alemania se
rechaza que el Estado pueda imponer un
determinado modelo de organización inter-
na, aunque sea el democrático. Ello no em-
pece para que se den una serie de condicio-
nantes al poder sancionador de la asocia-
ción. De un lado, este poder requiere base
estatutaria; de otro lado, se admite que los
estatutos puedan quedar sujetos a un cierto
control de contenido, en particular en lo re-
lativo a las causas de sanción y al procedi-
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miento para imponerlas. Señalan también
cómo en las asociaciones de tipo monopo-
lístico y, particularmente, en los partidos
políticos resulta más estricto este control.
En el resto, se exige, al menos, que la regu-
lación señale el órgano competente y se re-
conozca al afectado el derecho a ser infor-
mado de los cargos contra él y a ser oído.

En España, mediante un exhaustivo se-
guimiento de la jurisprudencia constitucio-
nal y ordinaria, reparan los autores cómo se
ha exigido una «base procedimental razo-
nable», es decir, la regulación estatutaria
del procedimiento. Asimismo, la justicia ha
controlado la competencia del órgano y la
regularidad del procedimiento.

Los autores se detienen en apreciar cuá-
les son los criterios para determinar el gra-
do de autonomía social. De entre estos cri-
terios, se atiende cómo puede afectar el gra-
do de poder social que tenga la asociación
para reconocer a ésta mayor o menor auto-
nomía. Particular interés se concede al cri-
terio de atender los fines de la asociación.
Así, se aprecia cómo la jurisprudencia reco-
noce la casi absoluta autonomía de las enti-
dades que promueven fines ideológicos;
por contra, el ámbito del control judicial se
amplía si los fines asociativos son prepon-
derantemente económicos. Se señala, tam-
bién, otro factor que delimita el grado de
discrecionalidad asociativa: su tipo de es-
tructrura organizativa (autoritaria, demo-
crática, etc.) En este sentido, se afirma que
la sujeción a un estatuto democrático sólo
debe imponerse a aquellas asociaciones que
representan intereses sociales ante las ins-
tancias públicas, en favor de su representa-
ción.

Una vez introducidos los elementos que
configuran el alcance de la autonomía aso-
ciativa, los autores pasan a abordar la cues-
tión directamente relativa a la Drittwir-
kung. Se trata de la duda de si la autonomía
asociativa queda interferida por los dere-
chos y libertades.

En primer lugar, afrontan si tal autono-
mía asociativa resulta mediatizada por el

propio derecho de asociación. En esta di-
rección se apunta que el derecho de asocia-
ción juega tanto frente a sus miembros
cuanto frente a la asociación. Tal como ad-
virten los autores, la jurisprudencia no se
decanta claramente por el peso de una u
otra vertiende de este derecho.

En segundo lugar, se cuestionan si resul-
ta limitado el poder sancionador de la aso-
ciación en virtud del resto de derechos fun-
damentales. La respuesta inicial es tajante:
la autonomía estatutaria en los procedi-
mientos sanciónatenos sí queda limitada
por los derechos y libertades; ahora bien,
difícil resulta concretar en qué medida. De
una parte, al respecto de las concretas ga-
rantías constitucionales, se presta particular
atención al marco asociativo de los partidos
políticos y los sindicatos. Ello se realiza a
través, de nuevo, de un completo recorrido
por la jurisprudencia ordinaria y constitu-
cional española.

Seguidamente, el lector afronta el final
de este libro atendiendo a la virtualidad del
resto de los derechos fundamentales en el
ámbito sancionatorio asociativo. Así, los
autores recuerdan cómo en especial la li-
bertad de expresión ha sido objeto de im-
pugnación por parte de los particulares
frente a las asociaciones. Se afirma que, en
general, se reconoce la libre expresión del
asociado, si bien, ésta no impide que, por su
propio ejercicio, el sujeto quede excluido
de la organización.

No obstante lo anterior, advierten los au-
tores la existencia de una corriente en el
Tribunal Supremo tendente a ampliar la
virtualidad de la libre expresión del socio,
anulando las expulsiones habidas por su
ejercicio. En estas resoluciones se viene a
seguir el criterio de que en el caso de estar
en juego derechos fundamentales no se re-
conoce a la asociación la libre valoración
de los hechos motivantes de la sanción. En
alguna de ellas, observan Ferrer Riva y Sal-
vador Coderch no sin cierto temor, se llega
a universalizar la exigencia de democracia
interna de las asociaciones.
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Con tales consideraciones concluye el li-
bro y, como es lógico, el presente comenta-
rio. Cierto es que en esta obra no se encuen-
tran decisivos avances por lo que toca a la
Drittwirkung. La heterogeneidad e indeter-
minabilidad a la que parece estar condena-
do este marco jurídico no permite una rápi-
da evolución en esta materia. Y es que, tal y
como apuntan los propios autores, no cabe
aguardar soluciones preclaras y definitivas.
No obstante, tal y como se ha pretendido re-
flejar, de esta obra sí que resulta posible ex-
traer algunos criterios que aportan luz sobre
la cuestión general de la eficacia horizontal
de los derechos fundamentales. Tales crite-
rios bien deben sumarse a los ya elaborados
por la jurisprudencia —tan rigurosamente
analizada—, bien suponen algún nuevo ele-

mento de reflexión. Mayores son las apor-
taciones contenidas en esta obra a propósito
de las asociaciones, el alcance de su auto-
nomía y el de los derechos fundamentales
de sus miembros.

Este libro no sólo amplía sino que tam-
bién impulsa el conocimiento y la reflexión
sobre algunas parcelas relativas a los dere-
chos y libertades. A la vez, por su propio
objeto de estudio, facilita e impulsa la evo-
lución en algo tan decisivo y deseable como
lo es el arraigo de los derechos y libertades
en la sociedad actual. Por ello, el Derecho
constitucional español no puede menos que
recibir con agrado trabajos como el que ha
sido objeto de este comentario.

Lorenzo Cotino Hueso

JESÚS GONZÁLEZ PÉREZ: La ética en la Administración pública, Madrid, Civitas, 1996.

Junto a Hobbes, que opinaba que el po-
der absoluto corrompe absolutamente, el fi-
lósofo escocés John Mili, padre de John
Stuart Mili, pensaba que el poder absoluto
corrompe particularmente. Esto no es sólo
un juego de palabras más o menos vacio. La
tendencia natural de todo el que detenta el
poder será hacer valer tal poder en benefi-
cio propio. De ahí que, frente a la idea de
Hobbes del poderoso como quebrantador
de los intereses de los demás, la idea de
Mili es más pragmática y realista (y actual):
el poder se utiliza en beneficio de los inte-
reses particulares de los que, precisamente,
ostentan ese poder. Sea como fuere, tanto
uno como otro piensan que en el poder está
el germen mismo de la corrupción, de la
desviación, y que frente a ello sólo queda
reforzar los derechos de los ciudadanos, es-
pecialmente la libertad de expresión enten-
dida como abolición de todo tipo de censu-
ra, de tal manera que los ciudadanos pue-
dan conocer las desviaciones del poder y
proceder a criticar tal comportamiento en
ejercicio de su derecho de expresión que,

como vemos, aquí consagra su necesidad
de tener un carácter fundamental, con una
fundamentación anterior y por encima de la
acción misma del Estado. González Pérez
estaría más cerca de Mili al entender que la
corrupción consiste básicamente en la utili-
zación de potestades públicas para intereses
particulares, cualquiera que sea la forma de
manifestarse, en beneficio propio o de un
tercero o del partido político (pág. 53).

El magisterio de González Pérez sobre
situación jurídica de los administrados es
de sobra conocido. Su interés por el respeto
al administrado en toda acción administra-
tiva y al buen funcionamiento de la Admi-
nistración pública han producido ejempla-
res obras que sirven de necesaria referencia
para entender cuál es el concepto de digni-
dad del administrado al que la Administra-
ción tiene que servir porque es el dueño de
todo el aparato público (pág. 45). Su espe-
cial incidencia en la dignidad y no mera-
mente en los intereses generales otorgan un
especial valor a su visión. Sea bienvenida.
Esto es así porque la dignidad del adminis-
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trado, en cuanto persona, si bien no es la le-
gitimación de la existencia de la Adminis-
tración sí es la legitimación de su compor-
tamiento. Los momentos que vivimos, de
desazón frente a la lenidad con que se com-
portan muchos servidores públicos hace
que no esté de más insistir en la dignidad
del administrado, que es, a la postre, aquel
que soporta tributariamente las políticas
públicas y los recursos humanos que han de
poner en práctica esas políticas públicas
(pág. 33). La dignidad del administrado,
entiende el autor, con razón, es la base con-
ceptual de toda acción administrativa. No
lo olvidemos.

El libro que comentamos parte de la nece-
sidad de volver a plantearse los postulados
críticos frente al poder, en concreto frente al
poder de los funcionarios y otros servidores
públicos encargados de ejecutar las políticas
públicas que otros han diseñado. Busca cuál
es el elemento definitorio de la ética de los
asuntos públicos, es decir, cuál es la recta
actitud que han de guardar todos aquellos
que ejercen el poder público. En contra de
todos aquellos que piensan que la ética de
los asuntos públicos es diferente a la ética de
los asuntos privados, manifiesta que ambas
son la misma, expresada en diferentes ámbi-
tos: el espacio privado y el foro público. Lo
que diferencia a la ética de los servidores pú-
blicos es que la ética entonces se convierte
en una exigencia y en un fin (pág. 29). Es
una exigencia de comportamiento y un fin
de respeto a la Ética general. Por las especia-
les circunstancias, de poder, en que se en-
cuentran los servidores públicos (los titula-
res de los órganos que realizan las funciones
administrativas, pág. 35), el buen comporta-
miento y el respeto a los administrados se

convierten en la piedra angular de toda ac-
ción administrativa.

La no diferenciación entre la ética públi-
ca y la ética privada parte del hecho de que
el mal comportamiento de la Administra-
ción pública hacia los administrados en-
tiende el autor que es de raíz social. Es la
Sociedad la que engendra la semilla de la
corrupción, y la falta de educación cívica,
de educación en suma, es el elemento deto-
nante de tal situación (pág. 45) (1). De ahí
que sólo quepa hablar de una sola Ética,
aunque, por razón de la especial posición
jurídica y política en que se encuentran los
titulares de los órganos administrativos, sea
necesario la realización de toda una serie de
exigencias especiales derivadas de los inte-
reses generales a los que sirve la Adminis-
tración y en los que propiamente encuentra
su justa legitimación de existencia y actua-
ción. Pero, desde otro punto de vista, si
consideramos que la Ética de la Adminis-
tración está encardinada en los intereses ge-
nerales habría que hacer un esfuerzo por
acomodar las decisiones dictadas en contra
de los intereses públicos que se realizan por
encima de la órbita funcionarial (pág. 54).
Lo cual supone una dificultad añadida a la
no distinción entre ética pública y ética pri-
vada: El poder está sometido al poder y
mantener el poder a cualquier precio tam-
bién podríamos decir que es una exigencia
del poder mismo. Más en concreto, si el
Estado, en un caso extremo, tiene que con-
travenir los intereses generales para mante-
nerse como tal porque sin él no hay Socie-
dad ni, por tanto, instancias a las que y de
las que se hagan valer los intereses genera-
les, ¿habría una diferenciación entre ética
pública y ética privada?

(1) Si es la Sociedad la perjudicada por la corrupción es curioso que sea ella la responsable última
de la misma. Son las instituciones también las responsables, en concreto el Poder Judicial. ¿Valdría el
ejemplo italiano en España, según el cual han sido los jueces quienes han abanderado la defensa de la Éti-
ca, por encima de unos responsables políticos sumidos en sus propios intereses particulares y de una So-
ciedad que se encuentra con que sus recursos (las instituciones públicas y los cargos públicos) para defen-
der la Ética han sucumbido a los intereses particulares?
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A partir de ese criterio ético uniforme el
libro realiza un brillante análisis de las exi-
gencias especiales de la ética en la Adminis-
tración y de las medidas que garanticen esa
ética. En especial, las medidas legislativas
de responsabilidad de los funcionarios que,
por lo general, se muestran poco eficaces (de
ahí que el autor insista en que la ética de las
Administraciones no puede existir sin la Éti-
ca general, que parte de la Sociedad misma).

El objeto de las exigencias de la Admi-
nistración serán el servicio a los intereses
generales, el trabajo bien hecho y la utiliza-
ción de los bienes adscritos al servicio. Es
decir, el interés general. O lo que es lo mis-
mo: respetar al administrado como contri-
buyente y como ciudadano, titular por tanto
no del servicio administrativo sino de los
recursos que soportan dicho servicio. La
actividad administrativa tendría que respe-
tar la ética en cuanto al lugar donde se pres-
tan servicios administrativos, tiempo y for-
ma que se resumen en pulcritud, respeto y
diligencia (págs. 59-64).

La tercera y cuarta parte del libro abor-
dan las garantías del comportamiento ético,
ex ante, o de procedimiento y, expost de la
actuación, de represión de comportamien-
tos desviados. Interesante es remarcar que,
a diferencia de lo que ocurre en los Estados
Unidos, en Europa no hay repulsa al de-
sempeño de cargos públicos por quienes
previamente no han respetado la ética en su
vertiente particular (pág. 72). El autor lo
critica de forma acertada puesto que tiene
una trascendencia que muchas veces se ha
querido obviar.

Cuando en los Estados Unidos un candi-
dato es descubierto en una conducta no ética
privada y queda desacreditado como candi-
dato a un puesto público no se está mostran-
do la hipocresía que muchos han creído ver
sino un hecho palmario que, además, encaja
muy bien en el planteamiento de la unicidad
en la Ética según González Pérez: quien
miente en la esfera privada puede mentir en
la pública. La diferencia estriba en que
mientras en la esfera privada los efectos son

también privados en la esfera pública los
efectos son generales y, entonces, muchos
serían los engañados. Este planteamiento se
puede criticar diciendo que la vida privada
no tiene nada que ver con el comportamien-
to público y es perfectamente posible que
una misma persona que en la esfera privada
tenga comportamientos éticos reprochables
no los tenga en la esfera pública. Todo de-
pende de la capacidad del mismo para dife-
renciar entre una y otra actuación. Todo de-
pende de cómo se vea el poder: como crea-
ción de la ciudadanía (Estados Unidos) o
como legitimación ciudadana de un poder
preexistente (Europa).

Las normas administrativas previenen
los comportamientos éticos desordenados
mediante diferentes fórmulas como la de-
claración de actividad y de bienes (pág. 73),
incompatibilidades, deber de abstención
(págs. 78-80), prohibición de ser propieta-
rio de empresa o tener participaciones (pág.
81), selección de personal (págs. 87-92), las
medidas particulares represivas (cap. IV).
En general, se han manifestado o insufi-
cientes o necesarias de acomodación a la
nueva realidad. Así, por ejemplo, la mayo-
ría de las normas que reprimen los compor-
tamientos desviados no son lo suficiente-
mente represivas como para impedir tales
comportamientos si de ellos se obtiene un
beneficio claro. Además, son fácilmente
objeto de fraude de ley. Pongamos algunos
ejemplos: La degradación de los procedi-
mientos de selección de personal no se hace
para que quienes no tengan los requisitos
establecidos accedan a cargos antes veda-
dos sino para que quienes tienen esos requi-
sitos, pero tienen también una especial rela-
ción con el órgano decisorio, accedan a
esos cargos sin competencia (pág. 91).

Las escasas penas de multa o de inhabili-
tación hacen que las prohibiciones de dar ac-
ceso a un cargo público a quien no reúna los
requisitos legalmente establecidos hacen
que muchas veces no sea suficiente medida
inhibitoria (pág. 90). Las dificultades en
comprobar los títulos de los cargos públicos
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en empresas se une a la facilidad para que
los cargos públicos accedan a títulos (ahora
cargos) en empresas públicas (págs. 69-70).
En suma, y ahí reside precisamente el ataque
al deber de respeto a la dignidad del admi-
nistrado como ciudadano (art. 10 de nuestra
Constitución, pilar sobre el que se constru-
yen los derechos y deberes de los ciudada-
nos), la falta de eficacia de las medidas con-

trarias a los comportamientos éticos hace
que, lógicamente, se haga necesario replan-
tearnos, desde una base más sólida, la ética
en la Administración Pública. González Pé-
rez propone una revolución social, no mera-
mente una revolución normativa. Es, sin
duda, el primer paso.

Antonio Jesús Sánchez Rodríguez

VICENTE PALERMO y MARCOS NOVARO: Política y poder en el gobierno de Menem, Grupo
Editorial Norma, Buenos Aires, 1996, 557 págs.

La publicación del libro que comentamos
hoy debe ser celebrada, más allá del acuerdo
con su contenido, por dos razones. En pri-
mer lugar, porque un estudio tan exhaustivo
sobre el fenómeno menemista era necesario
en el campo de los estudios políticos. En se-
gundo lugar, porque este estudio se hace re-
marcando la vocación política del menemis-
mo. Con esto, los autores intentan descartar
opiniones muy en boga en la cultura política
argentina de los noventa. En algunos casos,
la política es vista como algo que ha dejado
de ser una «herramienta de proyectos de
transformación social». Como tal, la política
de hoy no es más «que el imperio, apenas
velado por un manto de formalidades, del
poden>. En otros casos, la política y su com-
ponente de impredecibilidad han dejado su
lugar a «las reglas impersonales del mercado
y los saberes técnicos».

Desde su prefacio entonces, este libro se
enfrenta a la «opinión generalizada» res-
pecto de lo político en la Argentina. El sen-
tido común imperante es que el gobierno de
Menem actuó compelido por las circuns-
tancias críticas de su situación, que en este
sentido no tuvo elección y se entregó a los
dictados del poder económico y las decisio-
nes de los tecnócratas. Frente a esto los au-
tores de Política y poder... intentan poner
este fenómeno «en relación con los rasgos
del arte político que se ha desplegado du-

rante estos años, en particular con el pecu-
liar borramiento de su condición de tal».

En este sentido el libro está dividido en
cuatro partes con un criterio temporal. En la
primera, luego de una breve historia de la
larga crisis argentina, se analiza el contexto
de crisis en el que el menemismo accede al
poder en 1989. Los temas tratados aquí son
el agotamiento de un modelo de desarrollo
y la crisis de gobernabilidad que sufrió la
Argentina a finales de los años ochenta. La
crisis y el agotamiento prepararon el con-
texto para las reformas menemistas. En pa-
labras de los autores, la crisis galopante
«agravó los desequilibrios macroeconómi-
cos y el deterioro de las capacidades del
Estado, al tiempo que exacerbó el malestar
colectivo y las disposiciones al cambio».

La segunda parte cubre el período
1989-1991. La misma está dividida en tres
capítulos que nos dan un panorama de la
rearticulación menemista del campo políti-
co y su relación con los distintos grupos so-
ciales y políticos. De esta manera, se hace
referencia a la reacción del mundo empre-
sario a la propuesta de reformas, hay un ca-
pítulo reservado exclusivamente a los cam-
bios dentro del propio peronismo, y, por úl-
timo, se describen la actitud de la oposición
radical, la relación del gobierno con las
Fuerzas Armadas, con los poderes legislati-
vo y judicial y con la opinión pública. Fue
en este período en el que el menemismo dio
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los primeros pasos hacia un profundo plan
de reformas acompañado de un particular
«estilo» político.

En la tercera parte, 1991-1993, Palermo
y Novaro analizan la consolidación del pro-
yecto menemista. En el primer capítulo de
la misma se describe la manera en que el
memenismo fue delineando y modificando
su proyecto ante la primera crisis económi-
ca de su mandato. El resultado fue una nue-
va huida hacia adelante: el plan de converti-
bilidad. La entrada en escena de los técni-
cos permitió al gobierno de Menem.
«mantener la cabeza fuera del agua». El
plan permitió controlar la economía al mis-
mo tiempo que conseguir respaldo electoral
a pesar de los crecientes costos sociales de
las reformas. En un partido como el Justi-
cialista en Argentina esto implicó una im-
portante redefinición de la identidad pero-
nista, que es tratada en el último capítulo de
esta parte.

Por último es analizada la etapa 1993-1995,
que tiene por título «Continuidad y pers-
pectivas». Una vez que las reformas están
institucionalizadas comienzan a surgir los

problemas que hacen a su continuidad. En
este sentido los autores resaltan tres vulne-
rabilidades distintas, la externa, la fiscal y
la política. La sacudida más importante
provino del llamado «efecto tequila», luego
de la devaluación de la moneda mexicana.
Sin embargo, otra vez el contexto de crisis
dio al menemismo la posibilidad de rearti-
cularse. La situación de emergencia, según
Palermo y Novaro, «dio cabida a un clima
de expectativas que reeditaba la fuga hacia
adelante, permitiendo a Cavallo sostener el
plan, pese a todos sus problemas estructu-
rales, y a Carlos Menem lograr su reelec-
ción».

En definitiva, Política y poder en el go-
bierno de Menem es una obra en la que,
además de analizar exhaustivamente el fe-
nómeno menemista, los autores ofrecen es-
timulantes reflexiones sobre la sociedad y
la política argentina actuales. En este senti-
do, es un libro que puede ser considerado
como imprescindible para quienes quieran
conocer un poco más de la Argentina con-
temporánea.

Sebastián Barros
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